CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: SUSANA BUITRAGO VALENCIA

Bogotá D.C., veintidós (22) de noviembre de dos mil doce (2012).

N° del proceso: 250002324000201100770-01
Radicado interno: 2011-0770
Actor: Ramón Nonato Zapata Gaona
Acción Electoral 

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que formuló la apoderada judicial del actor contra la sentencia del 17 de mayo de 2012 dictada por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que no accedió a declarar la nulidad del acto de elección del señor Carlos Alberto Ospina Díaz como Concejal de Soacha (Cundinamarca), período 2012 - 2015.
I. ANTECEDENTES

1. La demanda
Se solicitan como pretensiones las siguientes: 
“PRIMERO: Que son nulos los actos, por medio de los cuales la Comisión Estructuradora Municipal de Soacha Cundinamarca, declaró la elección del señor CARLOS ALBERTO OSPINA DÍAZ, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía número 79.570.455 expedida en Bogotá, quien fue elegido como Concejal del municipio de Soacha Cundinamarca, por el Partido Liberal Colombiano, para el periodo constitucional 2012-2015, como consta en los formularios E-24 y E26 (sic) o Acta de Escrutinio General y cuyas copias auténticas adjunto.

SEGUNDO: Que como consecuencia de lo anterior, se cancele la credencial del señor CARLOS ALBERTO OSPINA DÍAZ, mayor de edad, identificado con cédula de ciudanía número 79.570.455 expedida en Bogotá.

TERCERO: Ordenar a la autoridad electoral que llame al señor RAMÓN NONATO ZAPATA GAONA, mayor de edad que se identifica con cédula de ciudadanía número 12.714.820 expedida en Valledupar, quien obtuvo la siguiente votación de la lista respectiva, para que ocupe el cargo de concejal del municipio para el periodo constitucional 2012-2015”.
2. Hechos
Como fundamento fáctico de las pretensiones, en síntesis el actor sostuvo lo siguiente:

· Que el señor Carlos Alberto Ospina Díaz fue elegido Concejal de Soacha (Cundinamarca) por el Partido Liberal Colombiano, para el período comprendido entre el 1º. de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2015. Afirma que el elegido Concejal se desempeñó en el cargo de Subdirector Administrativo y Financiero Código 068 Grado 01 ante el Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha
 hasta el 11 de marzo de 2011, fecha para la cual fue aceptada su renuncia por medio de la Resolución Nº. 024 del 11 de 2011. 
· Señala que de acuerdo con la Resolución Nº. 143 del 29 de diciembre de 2005
 que ajustó el Manual de Funciones y Competencias Laborales para los empleos de la planta de personal del IMRDS, el cargo de Subdirector Administrativo y Financiero está identificado “como un cargo de nivel directivo”. Afirmó además que en calidad de empleado público ejerció autoridad política y administrativa en el municipio para el cual se postuló como candidato al Concejo Municipal. 
· Que el elegido concejal
 del municipio de Soacha el señor Carlos Alberto Ospina Díaz, estaba inhabilitado porque incurrió en la prohibición contenida en el numeral 2º. del artículo 43 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 40 de la Ley 617 de 2000, en razón de que ejerció el cargo de Subdirector Administrativo y Financiero Código 068 Grado 01 del IMRDS.
3. Normas violadas y concepto de violación.- 

El actor cita como infringidas las siguientes:
El numeral 2º. del artículo 43 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 40 de la Ley 617 de 2000.
Funda la inhabilidad que atribuye al demandado en que al desempeñar el cargo de Subdirector Administrativo y Financiero, asistió al Director General en “la definición, planes y programas relacionados con la gestión administrativa y financiera de la Entidad”
. Sostiene que las funciones que desempeñó durante su vinculación al Instituto comportan autoridad política y administrativa.
Señaló que el demandado ejerció como funcionario público en un cargo de nivel directivo “que dentro del marco funcional tiene suficiente poder dentro del ámbito territorial, con manejo de personal, recursos y los bienes que de acuerdo al cargo están bajo su custodia. En síntesis tiene el poder de decisión dentro de la entidad”
.
Finalmente se refirió a los artículos 189 y 190 de la Ley 136 de 1994 y 228 del Código Contencioso Administrativo, para afirmar que el demandado “está incurso en una inhabilidad porque se desempeñó como funcionario público en un cargo de nivel directivo, dentro de los doce (12) meses anteriores a la inscripción y elección como concejal de ese municipio, por lo tanto no podía ser elegido para esa Corporación”
.
4. Trámite en primera instancia.-

La Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca una vez recibido el expediente por auto del 30 de noviembre de 2011 avocó el conocimiento de la acción, ordenó notificar al señor Carlos Alberto Ospina Díaz , al Registrador Nacional del Estado Civil y al Ministerio Público. Fijó en lista por tres días el proceso
.
El señor Carlos Alberto Ospina Díaz, por intermedio de apoderado judicial, contestó la demanda. Se opuso a las pretensiones del demandante y manifestó que “no ejerció ninguna de las funciones consideradas como inhabilidades en la mencionada ley y el numeral de la referencia, por cuanto, su cargo como Subdirector Administrativo y Financiero del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte del Municipio de Soacha, no era un cargo de jurisdicción, o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo municipio o distrito judicial o como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, que haya intervenido como ORDENADOR DEL GASTO, EN LA EJECUCIÓN DE RECURSOS DE INVERSIÓN O CELEBRACIÓN DE CONTRATOS QUE DEBAN EJECUTARSE O CUMPLIRSE EN EL RESPECTIVO MUNICIPIO O DISTRITO”. De igual forma señaló que en ninguna de las funciones establecidas en el Manual de Funciones y Competencias “hace referencia o está enmarcada dentro de las inhabilidades señaladas por la parte demandante como violatorias de la ley” 
.

También ejercitó recurso de reposición
 contra el auto del 30 de noviembre de 2011 que admitió la acción electoral porque consideró que el poder otorgado por el demandante no fue dirigido a la Corporación competente y porque dice no se agotó el requisito de procedibilidad. Solicitud que fue rechazada por improcedente por auto del 13 de febrero de 2012
.

La apoderada de la Registraduría Nacional del Estado Civil presentó escrito de contestación el 2 de febrero de 2012
 en el que propuso la excepción de “falta de legitimidad por pasiva”. De igual forma indicó que la Registraduría no tiene injerencia en relación con la expedición de los actos objeto de la demanda. 

Por auto de 21 de febrero de 2012 se abrió el proceso a pruebas, se decretaron las solicitadas por las partes y se tuvieron como pruebas documentales las aportadas con la demanda (fls. 155-158).

La Coordinadora de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos del Partido Liberal Colombiano solicitó, por escrito del 13 de marzo de 2012, intervenir en el proceso
, petición que fue inadmitida por auto del 16 de marzo de 2012
.

En la oportunidad pertinente se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión. El Ministerio Público en su concepto indicó: i) que “de la revisión del Manual de Funciones del Instituto se desprende la existencia del cargo denominado Subdirector Administrativo y Financiero, el que, bajo el acto de creación legal (…), no ostenta función de dirección y administración, lo cual recae exclusivamente en la Junta Directiva y el Director General”; y ii) que del análisis de las funciones del cargo que ejerció el demandado  no se colige que “comporten el ejercicio de autoridad administrativa (…), con poder de mando, capacidad decisoria, capacidad para la celebración de contratos o convenios, ordenación del gasto, vinculación y administración de personal, poder disciplinario sobre empleados subalternos, capacidad para revocar actos administrativos, establecimiento de políticas, y en general toma de decisiones con autonomía de nombre del Instituto”
.

5. La sentencia apelada.-

La Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia el 17 de mayo de 2012 mediante la cual declaró probada la excepción de “falta de legitimidad en la causa por pasiva” propuesta por la Registraduría Nacional del Estado Civil y denegó las pretensiones de la demanda. 

Como fundamento de tal decisión, explicó:

1. En relación a la excepción propuesta señaló que “el hecho de haberse citado al proceso a la Registraduría Nacional del Estado Civil es un aspecto que configura la excepción de falta de legitimidad en la causa por pasiva, porque, (…) el control de legalidad versa sobre el acto que contiene la decisión de elección, por lo que es suficiente con que se cite a la litis a la persona o personas que han sido elegidas o nombradas a través del mismo que fue precisamente lo que ocurrió en el presente asunto”.

2. En cuanto al cargo de nulidad indicó que “dentro de las funciones asignadas al cargo de Subdirector Administrativo del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte que ostentó el señor Carlos Alberto Ospina Díaz dentro de los doce (12) meses anteriores a que quedara elegido como Concejal Municipal de Soacha (Cundinamarca), no estuvo asignada tarea o atribución alguna constitutiva de autoridad civil, política o administrativa, así como tampoco se demostró que hubiera tenido a su cargo la función de ordenación del gasto de dicho Instituto o contratación o de manejo de personal ni directamente ni por delegación de funciones”.

Que no se encontró “vicio alguno en la elección del señor Carlos Alberto Ospina Díaz como Concejal Municipal de Soacha (Cundinamarca), en cuanto no se acreditó ninguna de las hipótesis previstas para la configuración de la causal de inhabilidad de que trata el numeral 2 del artículo 43 de la Ley 136 de 199 invocada como fundamento de la demanda que dio origen al proceso de la referencia”. 

6. Recurso de apelación.-

La apoderada judicial del actor presentó recurso de apelación contra la sentencia del Tribunal que negó las pretensiones de la demanda. Solicitó revocar la decisión por considerar que el elegido sí está incurso en el régimen de inhabilidades establecido en el numeral 2°. del artículo 43 de la ley 136 de 1994, modificado por el artículo 40 de la Ley 617 de 2000.

Como razones de oposición a la decisión del a quo, reiteró lo expuesto en la demanda y sustentó el recurso con los siguientes argumentos:

1. Que el demandado Concejal electo del municipio de Soacha (Cundinamarca), está inhabilitado en virtud de la casual contenida en el numeral 2º. del artículo 40 de la Ley 617 de 2000, toda vez que “dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección ejerció como empleado público autoridad política, administrativa en ese municipio y actuó como ordenador del gasto en la respectiva dependencia, teniendo poder de mando y poder decisorio frente, no solo a sus subordinados, sino a la sociedad, tal y como quedó demostrado en el manual de funciones detalladas en la Resolución número 143 de 2005 por la cual se ajusta el manual de funciones y competencias laborales para los empleos de la planta de personal del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha, en la cual se identifica el cargo como un cargo de nivel directivo; denominación: Subdirector Administrativo y Financiero; Código 068, Grado 01”. Dice que se deduce de la identificación del cargo, que el funcionario ejerció, como empleado público, autoridad política y administrativa en el municipio para el cual se postuló como candidato al Concejo Municipal.
2. Lo anterior toda vez que “la autoridad administrativa ejercida por el señor concejal corresponde a la descripción que de éste término tiene el artículo 190 de la Ley 136 de 1994, por la naturaleza del cargo del nivel directivo, por el marco funcional que tiene y porque dentro del ámbito territorial, se le reconoce el poder decisorio”.
7. Trámite en segunda instancia.-

Por auto del 4 de julio de 2012 se admitió el recurso de apelación y se dispuso la fijación en lista para que las partes alegaran de conclusión. Igualmente, se ordenó notificar personalmente al Ministerio Público para que rindiera su concepto.

8. Alegatos de las partes.-
8.1 Del demandante.- 
Dentro de la oportunidad procesal, el apoderado del demandante presentó escrito de alegatos. Insistió en que el demandado en su calidad de Subdirector Administrativo y Financiero del IMRDS, se encuentra inhabilitado en virtud del numeral 2º. del artículo 40 de la Ley 617 de 2000, que modificó la Ley 136 de 1994.

Manifestó que “está probado en el proceso que el concejal municipal fue facultado para dirigir la planta de personal de la entidad y para ordenar el gasto a nombre de la entidad pública de acuerdo al manual de funciones; nombró y removió libremente empleados subordinados, aun por medio de delegación; y tenía facultad para autorizar (sic) sancionar a los empleados con suspensiones, multas y destituciones como potestad de decisión sobre el personal a su cargo y que están direccionadas a que la administración funcione”.

8.2 Del demandado.- 

Dentro de la oportunidad procesal, el apoderado del demandado presentó escrito de alegatos donde pidió confirmar la sentencia del a quo.

Indicó que el señor Carlos Alberto Ospina Díaz no ejerció autoridad política ni autoridad administrativa en el municipio de Soacha ya que el cargo que desempeñó como Subdirector Administrativo y Financiero no se encuentra establecido dentro de los cargos enunciados taxativamente por el legislador a través del artículo 189 de la Ley 136 de 1994, y las funciones que ejerció tampoco se encuentran señaladas en el artículo 190 de la mencionada ley.

Señaló que el cargo en que se desempeñó el demandado “depende directamente del DIRECTOR de la entidad  y éste de la JUNTA DIRECTIVA; y así la naturaleza del cargo pertenezca al nivel directivo NO posee jurisdicción, ni ejerce mando o dirección sobre el personal a su cargo. Y en ningún momento el H. Concejal del municipio de Soacha, CARLOS ALBERTO OSPINA DÍAZ, se encontró incurso en el régimen de inhabilidades establecidas en el numeral 2°. Del artículo 43 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 40 de la Ley 617 de 2000, al no haber ejercido autoridad administrativa y política durante el cumplimiento de sus funciones en el cargo de Subdirector Administrativo y Financiero del I.M.R.D. en el municipio de Soacha”. 

9. Concepto del Ministerio Público.-

El Procurador Séptimo Delegado ante el Consejo de Estado, solicitó confirmar la sentencia apelada.

Explicó que la “referida autoridad política que se predica del electo Concejal de Soacha, no se configura, toda vez que ella, únicamente la ejercen las personas en el ejercicio de los cargos referidos en el artículo 189 de la Ley 136 de 1994, esto es, el Alcalde, los Secretarios de la Alcaldía y los Jefes de Departamentos Administrativos; cargos tales, que no ostentó el señalado funcionario, pues como se indicó (…), este era Subdirector Administrativo y Financiero del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha”.
Señaló que de las funciones taxativas del cargo de Subdirector Administrativo y Financiero que desempeñó el demandado no “puede deducirse, y mucho menos concluirse que ellas, implican el ejercicio de autoridad administrativa, puesto que ninguna de ellas le confieren a su titular poder de mando, facultad decisoria y dirección de asuntos propios, no corresponden al poder de dictar medidas de política, ni de hacerlas cumplir incluso con el auxilio de la fuerza pública”. Así como tampoco “en el esquema jerárquico, dicho cargo, aunque pertenece al nivel directivo, cuenta con independencia o autonomía, pues sus funciones se encuentran bajo la subordinación del Director General del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha”.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia.-
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo
, y en el artículo 13 del Acuerdo 58 de 1999, modificado por el Acuerdo 55 del 5 de agosto de 2003 expedido por la Sala Plena del Consejo de Estado, esta Sala es competente para conocer del recurso de apelación propuesto contra la sentencia dictada en primera instancia por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

2. Del asunto objeto de debate.-

Corresponde a la Sala determinar si procede o no revocar el fallo de primera instancia dictado por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que negó las súplicas de la demanda al no encontrar configurada la causal de inhabilidad invocada. El apelante alega que el desempeño de las funciones que tuvo el demandado a su cargo, son constitutivas de la inelegibilidad planteada. 

3. Cuestión de fondo.-

Para abordar este análisis, es preciso comenzar por precisar los siguientes aspectos: 

3.1 Régimen de inhabilidades, concepto, finalidad.-

El régimen de inhabilidades es el conjunto de conductas prohibidas en las que no puede incurrir quien aspira a ocupar un cargo de elección popular, con lo que se garantiza que los aspirantes carezcan de antecedentes que desdigan de su transparencia y rectitud
.

Además, tiene por finalidad garantizar que las personas que se presentan a los cargos de elección popular, no hayan desplegado actividades vinculadas con el Estado que puedan alterar la igualdad que debe prevalecer entre todos los candidatos, con el fin de mantener el equilibrio de la contienda electoral
. 

La regulación de este régimen tiene plena coherencia y atiende a los principios de moralidad, imparcialidad y defensa del patrimonio, rectores de la función pública.

3.2 Elementos de la causal de inhabilidad que se le atribuye al demandado.-

Es la prohibición del numeral 2°. del artículo 40 de la Ley 617 de 2000, que modificó el artículo 43 de la ley 136 de 1994, que señala:
“ARTICULO 40. DE LAS INHABILIDADES DE LOS CONCEJALES: No podrá ser inscrito como candidato ni elegido concejal municipal o distrital: 
2. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección haya ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo municipio o distrito, o quien como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya intervenido como ordenador de gasto en la ejecución de recursos de inversión o celebración de contratos, que deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo municipio o distrito” (subrayado fuera del texto).

Para que se configure esta causal de inhabilidad, según los planteamientos que ha sostenido esta Sección, se requiere que se reúnan los siguientes elementos:

“1º.- Que exista un vínculo laboral del candidato o elegido, es decir, que sea “empleado público”.

2º.- Que por virtud del respectivo vínculo cumpla funciones que implique ejercido autoridad administrativa […]”, política o civil.
“3º.- Que esa autoridad se haya ejercido durante los 12 meses anteriores a la  elección.

4º.- Que esa autoridad se haya ejercido en el respectivo municipio o distrito.

La citada inhabilidad se configura cuando se alegan y se prueban los cuatro elementos. La verificación de uno permite que se prosiga con el examen acerca de la presencia de los otros”
.

3.3 Del caso concreto.-

Al demandado se le endilga que dentro del año anterior a ser elegido, se desempeñó como Subdirector Administrativo y Financiero del IMRDS, razón por la cual ejerció autoridad política y administrativa.

El demandante considera que ello es así porque asistió al Director del Organismo en la definición de planes y programas de la gestión administrativa y financiera de la Entidad; porque en tal empleo tenía “suficiente poder dentro del ámbito territorial”, manejaba personal y recursos y tenía capacidad decisoria, además, porque su cargo era del nivel directivo.

En la apelación agrega que estuvo facultado para dirigir la planta de personal y para ordenar gastos, como lo señala el manual de funciones; que nombró y removió empleados y que tenía poder decisorio para sancionar disciplinariamente a los empleados a su cargo.

La Sala precisa que es la demanda la que fija el marco del debate, esto es, el concepto de violación que haya planteado, razón por la cual no pueden ser considerados para resolver la apelación del fallo a quo los nuevos argumentos que se expongan ni las nuevas censuras que se aleguen.

En el expediente obran las siguientes pruebas:

· Resolución Nº. 234 del 3 de noviembre de 2009 por medio de la cual el Director General del IMRDS nombró al señor Carlos Alberto Ospina Díaz en el cargo de Subdirector Administrativo y Financiero Código 068 Grado 01
. 

· Acta de posesión del 4 de noviembre de 2009 del señor Carlos Alberto Ospina Díaz en el cargo de Subdirector Administrativo y Financiero Código 068 Grado 01
. 

· Resolución N°. 024 del 11 de marzo de 2011 por medio de la cual el Director General del IMRDS aceptó la renuncia de Señor Carlos Alberto Ospina Díaz en el cargo del Subdirector Administrativo y Financiero Código 068 Grado 01
.

· Resolución N°. 143 del 29 de diciembre de 2005
 que ajustó el Manual de Funciones y Competencias Laborales para los empleos de la planta de personal del IMRDS. 
De este material probatorio se demuestra que el demandado fue nombrado como Subdirector Administrativo y Financiero del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha, cargo que desempeñó desde el 4 de noviembre de 2009 hasta el 11 de marzo de 2011. Así mismo que resultó elegido Concejal el día 30 de octubre de 2011. 

En cuanto al ejercicio de autoridad política el artículo 189 de la Ley 136 de 1994 que sirve como referente conceptual sobre esta especie o clase de autoridad señala que es la función “que ejerce el alcalde como jefe del municipio. Del mismo modo, los secretarios de la alcaldía y jefes de departamento administrativo, como miembros del gobierno municipal, ejercen con el alcalde la autoridad política. Tal autoridad también se predica de quienes ejerzan temporalmente los cargos señalados en este artículo”. El empleo que tuvo demandado no se ubica en ninguno de los cargos que referencia la norma.
Por su parte, en cuanto a la noción de autoridad administrativa el artículo 190 Ibídem señala que “además del alcalde, la ejercen los secretarios de la alcaldía, los jefes de departamento administrativo y los gerentes o jefes de las entidades descentralizadas, y los jefes de las unidades administrativas especiales, como superiores de los correspondientes servicios municipales”.

El demandado no se desempeñó como jefe de departamento administrativo, gerente ni jefe de entidad descentralizada ni de unidad administrativa especial. Tampoco se demostró por el demandante a quien compete la carga de la prueba, que en su condición de Subdirector Administrativo y Financiero del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha estuviera facultado “para celebrar contratos o convenios; ordenar gastos con cargo a fondos municipales; conferir comisiones, licencias no remuneradas, decretar vacaciones y suspenderlas, para trasladar horizontal o verticalmente los funcionarios subordinados reconocer horas extras, vincular personal supernumerario o fijarle nueva sede al personal de planta; a los funcionarios que hagan parte de las unidades de control interno y quienes legal o reglamentariamente tengan facultades para investigar las faltas disciplinarias”
.
Para demostrar que en el empleo que ejerció hasta antes de 12 meses de ser elegido el demandado tuvo asignadas funciones que conllevaron alguna de las modalidades de competencia o de poder representativas de autoridad administrativa, no es suficiente remitirse de manera general al manual de funciones contentivo de la integridad de atribuciones a cargo del empleo. Para el efecto, es preciso que se alegue en específico, explicando la razón que sustenta el aserto, cual o cuales, en específico de las competencias a cargo, comportan poder decisorio traducido en autoridad administrativa, a partir de los referentes que contiene el artículo 190 del Estatuto Municipal que invoca en la demanda.

El Acuerdo 04 del 28 de abril de 2006, por el cual se modificó el Acuerdo Municipal Nº. 19 del 11 de diciembre de 1995 y se adecuaron los Estatutos Internos del IMRDS
, determina que es a la Junta Directiva y al Gerente, este último en su condición de representante legal, a quienes les corresponde la dirección y administración del Instituto
.

Así, la sola ubicación jerárquica del empleo como de nivel directivo no conduce per-se a que de ello se derive, necesariamente, que haber desempeñado tal cargo haya comportado ejercicio de autoridad administrativa.

Bajo este entendido, al no resultar acreditada la causal de inhabilidad que se atribuyó al demandado, se impone confirmar el fallo apelado.

Por lo expuesto, EL CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia dictada el 17 de mayo de 2012 por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, atendiendo a las razones expresadas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO.- En firme esta decisión, vuelva el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

	SUSANA BUITRAGO VALENCIA  

                        Presidente
	 MAURICIO TORRES CUERVO 



ALBERTO YEPES BARREIRO
�Nombrado por medio de la Resolución Nº. 234 del 3 de Noviembre de 2009.


� Dictado por el Director General del Instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha en cumplimiento del artículo 13 y 28 del Decreto 785 de 2005..


� Bajo el aval del Partido Liberal Colombiano.


� Resolución Nº. 143 del 29 de diciembre de 2005, fl. 18.


� Fl. 64.


� Fl. 67.


� fls. 77-78.


� Fls. 85-107.


� Fls. 109-110.


� Fls. 151-153.


� Fls. 118-134.


� Fls. 204-210.


� Fls. 311-314. 


� Fls. 409-428.


� Norma vigente al momento de la presentación de la demanda.


� “El régimen de inhabilidades que constitucional y legalmente está establecido como el conjunto de prohibiciones en las que no puede incurrir quien aspira a ocupar un cargo de elección popular, o a desempeñar un empleo, están dirigidas a asegurar la legitimidad de su acceso al servicio del Estado. Buscan garantizar que a los cargos de elección popular se presenten personas probas y carentes de antecedentes negativos en idoneidad y honorabilidad, y que no ostenten condiciones de privilegio por cuenta de vinculaciones con el Estado que desequilibre la contienda electoral. Tal regulación presenta directa correlación con la aplicación de los principios de moralidad, imparcialidad y defensa del patrimonio que rigen la función pública. (…) Se precisa así, que el régimen de inhabilidades persigue la prevalencia del interés general y constituye aplicación de los principios y valores de igualdad, moralidad, ética, honestidad, probidad, transparencia e imparcialidad que deben imperar en el desempeño de la función pública; que las causales de inhabilidad deben estar contenidas en una norma expresa, y ser taxativas, razón por la cual su aplicación e interpretación es restrictiva, de manera que excluye la analogía legis o iuris, excepto en lo favorable, pues constituyen limitaciones al ejercicio del derecho político, de carácter fundamental, de elegir y ser elegido” Consejo de Estado, Sala Plena, sentencia del 30 de noviembre de 2010, rad. 2008-0087 y 2008-00089 (acumulados) IJ, CP.: Susana Buitrago Valencia.


� “El régimen de inhabilidades tiene como finalidad la preservación de la integridad del proceso electoral, el equilibrio en la contienda política y la igualdad de oportunidades entre los competidores en una elección”. Sentencia del 19 de febrero de 2009, rad. 2007-00700, CP. Susana Buitrago Valencia.


“El régimen de inhabilidades consagrado en la Constitución y en la Ley persigue salvaguardar los principios de moralidad, imparcialidad, igualdad y transparencia, frente a quienes aspiren a ejercer funciones públicas. El régimen, de aplicación restrictiva, está constituido por una serie de circunstancias subjetivas o personales que limitan el derecho de acceso a cargos públicos en orden a garantizar la prevalencia del interés general sobre cualquier interés de índole personal, estando proscrita la analogía y la extensión de causales a casos no previstos en la ley. (…)”. Sentencia del 5 de noviembre de 2009, rad. 2008-00127, CP. Filemón Jiménez Ochoa


� Consejo de Estado. Sentencia de 18 de febrero de 2010.Radicación número: 50001-23-31-000-2007-01129-01. Consejero ponente: Filemón  Jiménez Ochoa. Actor: Román Felipe Acosta Guzmán y otros. Demandado: Concejales del Municipio de Villavicencio.


� Fl. 284.


� Fl. 285.


� Fl. 287. 


� Dictado por el Director General del instituto Municipal para la Recreación y el Deporte de Soacha en cumplimiento del artículo 13 y 28 del Decreto 785 de 2005. Fls. 9-60.


� Ley 136 de 1994, artículo 190. 


� Acuerdo Nº. 04 del 28 de abril de 2006 “POR EL SE MODIFICA EL ACUERDO MUNICIPAL Nº. 19 DE DICIEMBRE 11 DE 1995 Y SE ADECUAN LOS ESTATUTOS INTERNOS DEL INSTITUTO MUNICIPAL PARA LA RECREACIÓN Y EL DEPORTE DE SOACHA”. Fls. 301-305.


�“ARTÍCULO PRIMERO: El artículo Sexto del Capítulo II Órganos de Dirección y Administración quedará así:


ARTÍCULO SEXTO: La Dirección y Administración del IMRDS estará a cargo de una Junta Directiva y de un Gerente quien será su Representante Legal”.





